	[image: image1.png]



	

	
	GRUPO PARLAMENTARIO DEL

	
	PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

	
	


	Año 2001
	Senado de la República
Martes 9 de Octubre
	2° Año de Ejercicio
1° Periodo Ordinario


Una, de la Sen. Verónica Velasco Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto que reforma y adiciona el Código Civil Federal; el Código Federal de Procedimientos Civiles; y la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente.
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

Jorge Emilio González Martínez, Verónica Velasco Rodríguez, Gloria Lavara Mejía, Sara Isabel Castellanos Cortés y Emilia Patricia Gómez Bravo, Senadores de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 85 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a las Comisiones de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, Justicia y Estudios Legislativos para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara de Senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley:

EXPOSICION DE MOTIVOS.

Los principios, conceptos, y estructuras jurídicas planteadas en nuestro Código Civil Federal radicados en la concepción y esquemas tradicionales de la responsabilidad civil, aparecen cada día más insuficientes para dar una aceptable respuesta al problema de asegurar la tutela necesaria a los nuevos intereses difusos, que han llegado a ser vitales para las sociedades modernas.

Tales intereses difusos, se caracterizan por ser consecuencia de las distintas conductas humanas, individuales o colectivas que atacan los elementos de un patrimonio causando un daño social, afectando un interés supraindividual, puesto que pertenece a una colectividad.

La protección de este tipo de intereses no está exenta de dificultades. Existen problemas que requieren la creación de nuevos procedimientos para que sean satisfechas las nuevas necesidades sociales. No se trata de un fenómeno aislado y exclusivo de nuestro país, sino de reformas que deben darse en virtud de la evolución general que se produce en los sistemas jurídicos de todo el mundo.

Nuestra legislación debe avanzar en materia de protección a estos intereses. Toda vez que los mismos son de naturaleza colectiva e indeterminada, corresponde a la Federación su correcta regulación y tutela. Esta última sólo es viable si el legislador introduce en las leyes figuras que permitan por vía de acción, la reparación del daño ambiental. 

Con la presente iniciativa, lo que se pretende, es proporcionar soluciones legislativas para la defensa particularmente del medio ambiente, que al integrarse a nuestro sistema jurídico se conviertan en una verdadera herramienta de justicia.

Así las cosas, el tema de la justicia ambiental debe incluirse en la agenda legislativa del Honorable Congreso de la Unión. ¿Qué otro bien es tan importante como nuestros ecosistemas si en ellos nos desenvolvemos? 

La presente iniciativa funda su constitucionalidad en los artículos 27 y 73 fracción XXIX-G de nuestra Carta Magna, toda vez que el primer numeral, en su parte conducente afirma que: 

"La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de regular la propiedad privada y el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con el objeto de … cuidar su conservación…En consecuencia se dictarán las medidas para … evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad."

Por su parte el artículo 73 fracción XXIX-G establece que:

"El Congreso tiene facultad:

XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los estados y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico." 

En este orden de ideas, y en virtud de la facultad constitucional de regular la preservación del medio ambiente, el Grupo Parlamentaria del Partido Verde Ecologista de México del Senado de la República presenta para su discusión y aprobación la presente iniciativa de reformas a artículos varios del Código Civil Federal, al Código Federal de Procedimientos Civiles y a la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente que plantean una nueva concepción de la figura jurídica del daño y de su reparación, previendo que una vez que se hayan cometido ilícitos ecológicos, éstos sean reparados conforme a una legislación en la que se excluya, ab initio, la posibilidad del propietario de los bienes ambientales afectados, de reclamar una indemnización por equivalente y así obligar indirectamente al infractor ambiental a que lleve a cabo todas las acciones tendientes a devolver a un ecosistema las funciones y la calidad que en él antes del ilícito predominaban.

Tales reformas al Derecho Civil sustantivo provocaron a su vez un replanteamiento en las formas de nuestro Derecho Procesal. Así las cosas, se justifica establecer una serie de reglas y presunciones en favor de quien ha sufrido un daño ambiental con base en las siguientes consideraciones: la dificultad de establecer un nexo causal entre el daño y la actividad del agresor ambiental, la dificultad de identificación del agresor ambiental, el costo de los peritajes ambientales, la desigualdad económica que por regla general prevalece entre actor y demandado en un litigio ambiental y otras circunstancias de hecho que entorpecen el proceso de reparación de los ilícitos ambientales.

Este nuevo sistema de presunciones en materia ambiental, remueve obstáculos de facto con el propósito de facilitar y agilizar la correcta administración de justicia y proporciona a los afectados, instrumentos jurídico-procesales efectivos para hacer valer sus pretensiones. El objeto de establecer presunciones a favor del afectado por daño ambiental, obedece a la necesidad de una justicia ambiental más accesible a todos.

Específicamente en materia ambiental es necesario reformar nuestro Derecho Procesal en virtud de que por la esencia del daño, la temporalidad de los actos que lo provocan y la dificultad de su acreditamiento, las herramientas tradicionales de nuestro Derecho Procesal no son suficientes ni eficientes, lo cual ocasiona directamente que los afectados no puedan ser resarcidos. Más aún, somos afectados todos como comunidad, toda vez que cuando el equilibrio ecológico es alterado, se afectan de igual forma a todos los titulares de dicho bien, es decir, a todos los mexicanos. 

Por todo ello, los senadores integrantes del Grupo Parlamentario del Partido verde Ecologista de México, respetuosamente sometemos a este H. Pleno, la siguiente iniciativa de

Decreto mediante el cual se reforman los siguientes artículos: 1934 del Código Civil Federal; 161 del Código de Procedimientos Civiles; y, 203 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente y se adicionan los artículos: 1164 bis, 1914 bis, un párrafo segundo y uno tercero al 1915, derogándose los tres párrafos subsecuentes, todos ellos del Código Civil Federal; y un párrafo tercero al 145, un párrafo cuarto y uno quinto al 148, 196 bis y 196 ter del Código Federal de Procedimientos Civiles.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el artículo 1934 y se adicionan los artículos: 1164 bis, 1194 bis, un párrafo al 1915, todos ellos del Código Civil Federal para quedar como sigue:

Art. 1934.- La acción para exigir la reparación de los daños causados, en los términos del presente capítulo, prescribe en quince años, a excepción de la reparación por daño ambiental que podrá exigirse dentro de los quince años siguientes a su comisión, contados en ambos casos a partir del día en que se haya causado el daño.

Art. 1164 bis.- Prescribe en quince años la obligación de reparar los daños ambientales. La prescripción empieza a correr desde el día en que se verificó la comisión del ilícito.

Art. 1914 bis.- Se entiende por daño ambiental, la afectación antropogénica que sufre una persona en su integridad física o en sus bienes cuando éstos sean elementos bióticos o abióticos que conformen el medio ambiente, y que tenga como consecuencia un pasivo ambiental.

Pasivo ambiental es la diferencia cuantitativa y cualitativa entre las condiciones físico-químico-biológicas que predominaban dentro de un ecosistema antes y las que resultan después de verificado el daño ambiental.

Art. 1915.- 

…

En tratándose de la reparación del daño ambiental, el ofendido, por lo que respecta al pasivo ambiental, inicialmente sólo puede pedir el restablecimiento de la situación anterior a costa del deudor. Sin embargo, si esto último no es posible, el agresor ambiental quedará liberado de esta obligación, indemnizando a su acreedor por el monto que para del daño ambiental se haya determinado en la sentencia.

En lo relativo a los daños y perjuicios de naturaleza estrictamente patrimonial, conserva la opción que le concede el primer párrafo de este artículo.

(Se deroga)

(Se deroga)

(Se deroga)

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma el artículo 161 y se adicionan los siguientes artículos: un párrafo tercero al 145, un párrafo cuarto y uno quinto al 148, así como el 196 bis y el 196 ter, todos ellos del Código Federal de Procedimientos Civiles para quedar como sigue:

Artículo 145.- …

…

Asimismo el tribunal nombrará un perito oficial a la parte que en virtud de su condición cultural y/o económica se vea imposibilitado para contratar los servicios de un perito experto en materia ambiental.

 

Articulo 148.-...

…

Asimismo, cuando la diligencia tenga por objeto acreditar un daño ambiental y/o el nexo causal que lo una o desvincule al demandado, el tribunal deberá presidirla, y en ausencia del juez, asistirá un actuario judicial que dará fe de los hechos objeto del reconocimiento y/o de las muestras tomadas in situ haciendo una relación sucinta de los mismos en un acta que firmarán él y los peritos.

En caso de que durante el reconocimiento deban recogerse muestras para su posterior análisis, la diligencia finalizará sólo hasta que el juez o el actuario que lo reemplace entregue al laboratorio previamente designado por las partes o por el tribunal a falta de consenso entre las mismas, las muestras que deban analizarse, etiquetadas y firmadas por las partes.

Artículo 161.- La inspección judicial puede practicarse, a petición de parte o por disposición del tribunal, con oportuna citación, cuando pueda servir para aclarar o fijar hechos relativos a la contienda que no requieran conocimientos técnicos especiales y será obligatoria cuando la prestación principal de la demanda sea la reparación de un daño ambiental.

Artículo 196 bis.- En materia de daño ambiental se presume salvo prueba en contrario que: 

I.- Las mutaciones genéticas, afectaciones a la salud o a los ecosistemas, son resultado de actividades antropogénicas en las que se emplean, producen o desechan sustancias que por sí mismas o por su combinación con otras, tienen propiedades corrosivas, reactivas, radioactivas, explosivas, tóxicas, inflamables o biológico-infecciosas.

II.- La persona física o moral, privada o pública, vecina del actor que maneje, produzca, deseche o transporte las sustancias mencionadas en la fracción anterior, es responsable de la comisión del daño ambiental.

Si existen dos o más personas que realicen las mismas actividades con idénticas sustancias y que sean vecinas del actor, responderán todas ellas en la misma proporción.

El concepto de vecindad no coincide con el de entidad federativa, municipio o delegación, sino con el de cercanía territorial aunado al de probabilidad de propagación y/o al de la existencia de vehículos de transmisión de las sustancias o sus efectos.

Artículo 196 ter.- Quien maneje, produzca, deseche o transporte las sustancias a que se refiere el artículo anterior, no puede desvirtuar la presunción que existe en su contra a menos que ofrezca pruebas que demuestren que no existe nexo causal entre el daño sufrido y las actividades que él realiza; o, en su defecto, que acrediten la responsabilidad de un agente distinto, en cuyo caso deberá llamarse a juicio a quien se imputa dicha responsabilidad.

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforma el segundo párrafo del artículo 203 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente para quedar como sigue:

Artículo 203.- …

El término para demandar la responsabilidad en materia ambiental será de quince años a partir del momento en que se produzca el acto, hecho u omisión correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Se derogan todas aquellas disposiciones legales que entren en contradicción con el presente Decreto.

Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los 9 días del mes de octubre de 2001. 

Sen. Jorge Emilio González Martínez; Sen. Verónica Velasco Rodríguez; Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés; Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo; Sen. Gloria Lavara Mejía.
